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Simposio 15: La formación de las estructuras fiscales en América Latina: legado colonial, regulaciones liberales, formas federativas, siglos XVIII y XIX.
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En los estudios fiscales, considerar los factores ideológicos y el sistema de valores de los sujetos obligados a contribuir permite alcanzar una mejor interpretación de los límites de las reformas tributarias y de los cambios en la recaudación de determinados impuestos. Se trata de las actitudes sociales frente a las contribuciones: la legitimidad otorgada al régimen fiscal, la percepción por el contribuyente de una excesiva o injusta carga fiscal, el rechazo a la existencia de privilegios fiscales, el carácter de útil o no del destino dado a la recaudación.
 De esta manera, las ideas de la época pueden fijar un límite a los ingresos generados por un impuesto o incluso poner en riesgo su continuidad.  
En el caso particular del diezmo, las percepciones fiscales de la sociedad resultan determinantes para comprender su evolución en la primera mitad del siglo XIX. En tanto impuesto eclesiástico de antiguo régimen se enfrentó indefectiblemente a los intentos liberales por establecer un sistema fiscal moderno, que requería, entre otros elementos, la modernización social, la reforma de las ideas religiosas y la eliminación de la Iglesia como instancia con capacidad fiscal. En este proceso se desplegaron tanto las nuevas nociones liberales sobre las cargas tributarias en términos de justicia, equidad y utilidad como los antiguos fundamentos religiosos del diezmo. 

Este escrito revisa esas nociones acerca del diezmo eclesiástico, expresadas en un proceso de redefinición de fundamentos doctrinales de la economía de la Iglesia, provocado por la difusión de ideas liberales tras la independencia. El análisis se centra en aquellos principios doctrinarios, argumentaciones, opiniones, etcétera, manifestados en periódicos y folletos publicados en el marco de la lucha entre el poder clerical y el político por el control de la renta decimal durante los primeros años del México independiente. La atención a este tipo de publicaciones se fundamenta en el interés por acceder a aquellas ideas sobre el diezmo de la Iglesia que contaron con difusión entre la población.
 Además, como los periódicos republicaban textos aparecidos en otros estados y la folletería regional confluía en la capital, la información que ofrecen estas publicaciones permite acceder a un panorama de las ideas que circulaban en la prensa sobre la principal renta de la Iglesia. 
 Esta indagación parte del supuesto que es posible percibir la definición de las ideas de transformación o de conservación de la institución decimal a partir de los combates “facciosos” que se cristalizaban en el espacio periodístico de la época.
  Sin embargo, es sólo un avance de investigación, una primera aproximación a las ideas de la época sobre el diezmo, que será necesario ampliar y profundizar con la información que proporcionen otros documentos, como son las obras de pensadores de la época, las cartas de los causantes decimales y los informes de los recaudadores.
I. las fuentes

Las publicaciones periódicas de la primera mitad del siglo presentan una característica que dificulta un análisis sistemático: la discontinuidad; podían aparecer durante un par de meses o sólo tratarse de media docena de ejemplares. A la intermitencia de las publicaciones propia de la época se suma actual conservación parcial de los ejemplares. Se intentó salvar esta fragmentación de la información, escogiendo para la revisión las publicaciones periódicas que contaran con mayor número de ejemplares o aquellas creadas con la intención de exponer ideas sobre la Iglesia.
 

En cuanto a los folletos, gran parte son escritos satíricos y anónimos, impresos en una o más páginas. Los autores recurren a seudónimos tales como: El Polar, El Cantor, Un cualquiera, el Reformador, el Defensor de la religión, el Quijote de estos tiempos o Buscapiés, acusándose mutuamente de “herejes” o de “canónigos” según la postura asumida. Se trata de instrumentos efectivos para la difusión de las opiniones, la provocación de los contrarios y la respuesta ingeniosa a los escritos pendencieros; en muchos prevalece un tono indignado, mientras que en otros los autores recurren a la sátira o incluyen versos en tono socarrón. Sólo cuando los folletos difunden representaciones de instituciones o demandas específicas de algún grupo de interés, señalan la autoría del texto (el cabildo eclesiástico de Oaxaca, por ejemplo). Una particularidad de la folletería revisada es que la amplía mayoría fue impresa en Jalisco, en principio puede tratarse de un problema de preservación de la documentación, sin embargo, parece que fue una forma de difusión de los argumentos en torno a las rentas de la Iglesia particularmente desarrollada en ese estado, de acuerdo a lo dicho en un folleto: “Es un dolor el ver que en muchos puntos de la república se escribe impunemente contra la religión y se le ataca a cara descubierta... y que no vemos otros escritos a favor que los de Guadalajara cuando deberían ejercitarse los sabios en defensa de nuestra dulce religión”.
 

Otro rasgo de la documentación examinada es que permite identificar momentos de mayor intensidad en el desarrollo y difusión de ideas referentes al diezmo, en los cuales el número de cartas de “lectores”, artículos y extractos de debates de los congresos que tratan el tema decimal, crece significativamente en los periódicos. Igual fenómeno se presenta en la folletería donde, por determinados lapsos, la propagación de las nuevas ideas sobre el diezmo y los alegatos rechazando cualquier cambio se multiplican, configurando en base a proposiciones y contra-proposiciones un nutrido debate. Estos momentos son determinados por cambios políticos o por el incremento de la intervención estatal en el devenir del impuesto. Así, la efervescencia periodística en torno al tema decimal de los años 1821-1823 se puede atribuir a las expectativas de cambio y la ideas liberales relacionadas con el proceso independentista; luego, entre 1826-1828 se intensifica la disputa periodística en torno al diezmo, simultáneamente con el intervencionismo de los estados en la recaudación y administración decimal, a través del establecimiento de juntas de diezmos en Jalisco (1827), San Luis Potosí (1827), Nuevo León (1827), Guanajuato (1828), y Querétaro (1828); entre 1832-1834, los proyectos y leyes, del Estado de México y del Congreso nacional, para poner fin de la coacción civil para el pago del diezmo, vigorizan nuevamente el debate público; por último, el tema del diezmo aparecerá esporádicamente en el ámbito periodístico hacia finales de la década de 1830 y principios de 1840 con la introducción de contribuciones estatales en el sector rural. 
II. Ideas enfrentadas 

Antes de avanzar en la exposición de las principales concepciones sobre el diezmo expuestas en la prensa, resulta necesario hacer mención a una distinción general e inherente a las propias ideas. El control de la economía eclesial era un elemento irrenunciable en los intentos de vertebración de un Estado liberal; en el caso mexicano los esfuerzos gubernamentales por lograr el manejo de las rentas y bienes de la Iglesia se vieron fortalecidos por las acuciantes necesidades del erario público. Para la Iglesia, en tanto, la autonomía en la administración de sus ingresos y propiedades aseguraba la continuidad del estatus e de la influencia que había tenido durante la etapa colonial. Estas circunstancias hicieron que, en general, los principios doctrinales y los argumentos sobre el diezmo se dividieran en orientaciones opuestas, asumiendo, por un lado, el carácter de ataque a las prerrogativas eclesiásticas y, por el otro, el de defensa de la autonomía económica de la Iglesia. Se definieron así dos discursos en torno al impuesto decimal, uno secularizador y el otro católico. El primero exigió la subordinación de las rentas decimales a la jurisdicción estatal, ya sea para su control o para su abolición; el segundo, expresó la continuidad de los fundamentos, valores y estructuras del diezmo colonial. En este contrapunto se fueron definiendo diferentes concepciones acerca de la legitimidad, justicia y utilidad de la obligación de diezmar. 
a) La continuidad de la tesis regalista sobre el control estatal de los diezmos
Desde la independencia y hasta la supresión del auxilio civil para su cobro (1833), la propiedad del diezmo fue ampliamente debatida. Se trataba de una cuestión que determinaba el carácter mismo del impuesto, si era soberanía de la nación mexicana, como se señalaba en algunos escritos, correspondía al poder civil independiente legislar en materia decimal y arreglar su recaudación, intervenir en su administración y modificar su distribución. Así, el diezmo era definido en términos de una carga que debía y podía ser corregida por las autoridades civiles, bastante alejada del carácter de precepto religioso y de exclusivo dominio clerical que le otorgaban los defensores de la competencia eclesiástica en esta materia.  
La potestad para controlar las rentas decimales se discutió en torno al ejercicio del Patronato por los gobiernos republicanos. Si bien la concesión papal de los diezmos indianos fue anterior a la patronal y sólo la primera hacía referencia directa a la propiedad decimal,
 en los escritos posindependientes prevaleció una concepción amplia que incluía en el Patronato los derechos sobre los diezmos, tratando las concesiones decimal y patronal como complementarias.
 De esta manera, unos expresaban y defendían los derechos en materia decimal inherentes al Patronato Regio y legados a las nuevas autoridades, otros, sostenían la caducidad de tales derechos tras la ruptura del vínculo colonial, el regreso de la potestad decimal a la Iglesia y la necesidad de un nuevo arreglo con el papado para legitimar cualquier intervención estatal en los diezmos.
Con la concesión papal de 1501, los diezmos de las Indias pasaron a ser bienes de la corona; “la parte principal del mayorazgo del Reyno, y una de sus mas apreciables regalías”.
 Este carácter jurídico de los diezmos en cuanto propiedad real, fue la base de la competencia legislativa que ejerció con plena autonomía el poder civil sobre la cuestión decimal, durante los siglos coloniales. En contrapartida la donación responsabilizaba a la corona de pagar los salarios y de construir y dotar catedrales, iglesias y hospitales con el producto de los diezmos.


El Patronato, por su parte, fue el marco legal de las relaciones entre la corona hispánica y la Iglesia americana desde la conquista y hasta principios del siglo XIX; luego serviría como referente a los gobiernos mexicanos al momento de tomar decisiones en temas eclesiásticos. Por su intermedio el papado confería legitimidad a los derechos que los Reyes Católicos reivindicaban sobre el continente americano y a cambio, la corona de Castilla estaba obligada “a promover la conversión de los habitantes de las tierras recién descubiertas y a proteger y mantener a la Iglesia militante bajo el Patronato Real”. La corona recibió el derecho de presentar candidatos para los nombramientos eclesiásticos en todos los niveles y de autorizar el traslado del personal eclesiástico a las Indias.
 

Tras la etapa de conquista, el patronato de la corona sobre la Iglesia indiana fue  ampliando paulatinamente su contenido como consecuencia de las pretensiones reales. En 1538, Carlos I ordenó que todas las comunicaciones entre Roma y las Indias deberían llevarse al Consejo para su aprobación (pase regio o exequatur); en 1574, Felipe II estableció por cédula real, que los títulos del Patronato eran “imprescindibles e inherentes, no a la persona de los reyes sino a la misma corona por haber incorporado las nuevas tierras al mundo cristiano”, apuntando con ello a una intervención cada vez mayor en los asuntos eclesiásticos indianos.

En el siglo XVIII, con los Borbones, el Patronato vivió una nueva etapa de evolución: el Regalismo. Bajo su influencia se educaron los que más tarde contribuyeron a la formación de los nuevos gobiernos independientes de América. El Regalismo atribuyó a la corona “derechos sobre lo eclesiástico y lo espiritual en razón de su propia soberanía y no en base a una concesión pontificia más o menos ampliamente interpretada”.
 Sobre la base de esta identificación del patronato con “un derecho que le correspondía al rey dada su condición de soberano”, los regalistas agregaron a los atributos de la corona sobre el nombramiento de las dignidades eclesiásticas y el pase regio, el poder de refrendar o aprobar la legislación canóniga, autonomía frente a la Santa Sede en materia de Inquisición y mayores facultades de intervención en materia económica.

Este Patronato, definido en la última etapa colonial —que era postulado como un atributo inherente a la soberanía real y que daba intervención sobre el patrimonio eclesiástico— fue el que reivindicaron para sí las autoridades de las nuevas repúblicas. El caso de México no fue diferente, una vez rotos los vínculos con España las decisiones de los gobiernos mexicanos referidas a la Iglesia estuvieron basadas en la postura regalista en cuanto al Patronato como prerrogativa soberana, como un derecho accesorio a los que se adquirían de manera legítima al reasumir la soberanía una vez desaparecida la figura de la corona. Los gobiernos posindependientes, no sólo no renunciaron al ejercicio del Patronato sino que dieron por supuesto la capacidad del poder civil para legislar sobre las rentas eclesiásticas.  
Así, durante la etapa colonial, los diezmos fueron bienes patrimoniales de la corona, cuyo control se reforzaba con las atribuciones del Patronato; tras la independencia, los “herederos” de la concesión patronal ratificaron la jurisdicción estatal sobre los diezmos y los definieron como “ramos de hacienda pública en [toda] su extensión”.
 Al clero sólo se le reconoció el papel de beneficiario de un ingreso fiscal sobre el cual las autoridades civiles ejercían en exclusiva la competencia legislativa y de control. Esta noción de que los diezmos eran patrimonio del Estado estuvo en la base de las modificaciones que se proyectó introducir y de los cambios que finalmente se implementaron en la renta decimal. Cuando el ejército tomaba semillas y dinero de las colecturías “tomaba en mucha parte lo que es de la Nación”
; igualmente la  creación de juntas de diezmo respondía a la necesidad de un mayor control del gobierno sobre una de “sus” rentas más importantes.
 Aún más, era obligación de los gobiernos independientes hacer cesar “los abusos y las usurpaciones que las clases privilegiadas cometieron en tiempo de ignorancia”,
 variando la distribución de los diezmos aplicándolos a los párrocos, cambiando la base de imposición a la cosecha neta o directamente suprimiendo el impuesto decimal.
 La identificación del diezmo con un ingreso de la hacienda pública aparece claramente en las propuestas para que el gobierno ponga fin a la carga decimal y la reemplace por una “menos gravosa al pueblo” y destinada a exclusivamente a las arcas estatales.
 
Una representación de los agricultores y criadores de México, para ser presentada ante el Congreso federal, expone esta idea de que el patronato es inherente a la soberanía de la nación y por lo tanto es atribución del gobierno "estirpar los vicios y desórdenes que se notan en algunos obispados en el sistema de diezmos [...] sin aguardar a permisos ni concordatos innecesarios con la Santa Sede, ejerza en toda su estension y plenitud la autoridad de que se halla revestido para entender en lo relativo a la disciplina de la Iglesia".
 Se sostiene incluso que la nación mexicana posee más legítimamente el derecho de Patronato que el monarca, pues ha sido quien en realidad había costeado la fábrica y adorno de los templos y la sustentación de los ministros durante los siglos coloniales. Además de legítimo, el control de las rentas eclesiásticas por parte de los gobiernos independientes resultaría en un mejoramiento de la distribución de lo recaudado al evitar el acaparamiento que realizaba el alto clero y la miseria en que vivían los párrocos.
 En algunos escritos se deslizaba el comentario de la probable deslealtad de la Iglesia respecto de las autoridades independientes, reclamando al clero mexicano el haber reconocido a la corona el ejercicio del Patronato en el manejo de las rentas decimales, mientras niegan tal derecho a los gobiernos republicanos. 
   

Por su parte, las autoridades eclesiásticas, rechazaban toda intervención gubernamental, afirmaban que sólo al gobierno eclesiástico correspondía “determinar la cantidad, calidad y modo de proveer a la subsistencia del culto divino y sus ministros”, este era un derecho inherente a la misma Iglesia, corporizado en el quinto precepto de la paga de diezmos y reconocido por “los Santos Padres unánimemente, los concilios generales, provinciales y diocesanos, [y] los sumos pontífices”.
 Además, el precepto de diezmar establecido por la Iglesia no era más que el medio que ésta indicó a los fieles para que cumplieran con la obligación que tienen de contribuir al culto y el mantenimiento de sus ministros, precepto impuesto por Jesucristo y por lo tanto de derecho natural y divino y ajeno a la injerencia del Estado.
 Así, los ingresos del clero se debían a Dios, pues estaban dirigidos al sostenimiento del culto y su administración era "sagrada propiedad de la Iglesia" y sin acuerdo con el papado no podía la legislatura por sí sola asumir el ejercicio del Patronato y hacer variaciones en las rentas eclesiásticas. "[...] primero entablen relaciones con la silla apostólica, habrá concordatos y en su virtud arreglará el soberano congreso general el ejercicio del patronato en toda la federación".
 Reconocían a la "nación" lo que antes percibía el rey de España, los dos novenos, pero sólo en atención a las necesidades del erario, pues para las autoridades eclesiásticas los derechos que brindaba la bula de Alejandro VI en materia de Patronato no habían sido heredados por la nación mexicana ya que se trataba de un contrato con los reyes católicos, que "debe renovarse supuesto que se ha mudado en todo políticamente una de la partes contratantes que era el Rey de España, habiendo quedado insubsistente”.
 Para la Iglesia y sus defensores, la nación mexicana al hacerse independiente no recuperó el control de los diezmos pues nunca los había obtenido del único que podía darlos, el Papa.

Hacia comienzos de la década de 1830, cuando ya se contaba con la experiencia del intervencionismo de algunos gobiernos estatales en la recaudación del diezmo, la Iglesia formuló un argumento indiscutible: las autoridades civiles eran pésimas administradoras de las rentas eclesiásticas y lo único que conseguirían con sus intromisiones era la irreversible decadencia de éstas, con lo cual el estado no percibiría ni siquiera la parte que ahora recibía.
 

La cuestión de si la nación mexicana y por su delegación los gobiernos habían o no sucedido legítimamente al rey de España en el ejercicio del Patronato —y por ende, entre otras prerrogativas, en su jurisdicción sobre los diezmos— se presenta con mayor regularidad en los escritos de los década de 1820, hacia los años treinta, este argumento tiene menor presencia en folletos y periódicos. Este hecho puede relacionarse con que en esos años el Estado mexicano ya ejercía un Patronato virtual, situación aceptada por una Iglesia mexicana cuestionada por la sociedad civil, disminuida numéricamente y de creciente fragilidad económica a causa de los préstamos exigidos por el gobierno.
 
Con el declive del argumento patronal para justificar las intervenciones estatales en el diezmo adquiere fuerza el que señala el origen de las rentas eclesiásticas en el derecho civil, “la concesión de los soberanos ha permitido a la iglesia poseer bienes en el sentido económico de la palabra […] en América el diezmo [fue] criado y arreglado en todas sus partes por el gobierno civil”.
 Se rechazaba por tanto, que la Iglesia poseyera sus rentas autorizada por una ley divina y natural; muy por el contrario sería el Estado, primero la corona española y luego los gobiernos independientes quiénes, en un acto acorde a su responsabilidad de proteger el culto, habrían consentido que la Iglesia disfrutara del producto de los diezmos. 
Las opiniones divergentes sobre la propiedad del diezmo se reflejaban también en opiniones opuestas sobre la naturaleza de la contribución decimal. Para las autoridades eclesiásticas y los defensores laicos de la Iglesia era una cosa consagrada y debida a Dios, una cuestión inseparable del culto, un asunto de religión; para el gobierno y el sector anticlerical se trataba principalmente de un tema de finanzas públicas, mejoramiento de la economía agrícola y de nociva ambición del clero, un asunto de dinero —de “bolsa”—. Los voceros de la Iglesia repitieron continuamente que los intentos de despojar al clero de las rentas decimales llevaba a la “destrucción de la religión”, “la ruina de las iglesias y de lo más esencial el culto”; “sería destruirla [a la Iglesia], privarla de la facultad de recibir o exigir de los fieles lo que ella en sus leyes juzga necesario para la subsistencia del culto y  de sus ministros”; se trata de un “punto de religión y muy de religión, igual que robar un cáliz”.
 En tanto, para el sector secularizador  “ya no es fácil vender por celo de religión lo que visto por todos aspectos es un asunto de mero interés”.

La afirmación de que intervenir en las rentas eclesiásticas es un asunto de religión conduce a la interpretación de que los cuestionamientos a la riqueza eclesiástica son herejías. Principalmente en la década del treinta, el discurso católico llama herejes a  quienes postulan el control estatal de los ingresos y propiedades eclesiales
 y recordaba machaconamente que diezmar era precepto divino y su incumplimiento se castigaba con la excomunión. Quien desobedecía “la paga y solución íntegra de los diezmos a las iglesias y personas a quienes corresponden” debía ser excomulgado, esto se reiteraba en todos los papeles referidos a los diezmos publicados por obispos y cabildos catedrales.

b) De “precepto religioso” a “carga ruinosa”: el desprestigio del diezmo eclesiástico
La noción de impuesto justo aplicada al diezmo se vio fatalmente lesionada por los escritos del discurso secularizador; éstos presentaron variados argumentos que apuntaban a convertirlo en un tributo desprestigiado e impopular, percepción que seguramente se tradujo en la resistencia y oposición a la vigencia y pago del diezmo.  
Una de las ideas que se repitió hasta el cansancio fue el carácter ruinoso del diezmo para el sector agropecuario; se lo señaló como el responsable de que “la agricultura, fuente principal de las riquezas del Estado, [se encontrara] reducida a positiva nulidad”, carente de capitales para la inversión y de trabajadores.
 Fue definido como una “enorme y perenne exacción” que oprime a los labradores y detiene el desarrollo de la  agricultura, ya que muchos hombres prefieren "mantenerse con los brazos cruzados para no exponer los frutos con que la naturaleza premia el afán y sudor de los cultivadores, á ser pasto del lujo, de la vanidad y de la más profana ostentación".
 Por tanto, “el primer deber de un gobierno ilustrado es remover los obstáculos que se oponen al aumento de la riqueza agrícola aboliendo los diezmos”.
 Todavía después de que el Estado mexicano puso fin a la obligación civil para el pago de diezmos (1833), los reclamos de mejores condiciones para del sector rural exigían la supresión del diezmo; se afirmaba que éste continuaba siendo una carga intolerable para la “lánguida agricultura del país”, más un cuando se sumaba a las cargas estatales que progresivamente se imponían a los productores agropecuarios.
   
Los escritos le otorgaron el carácter de carga fiscal excesiva e injusta sobre el agro; se aseguraba que con la supresión de los diezmos la abundancia y prosperidad del país quedarían garantizados por los “inmensos caudales que se habrían quedado repartidos entre los propietarios agricultores y pastores”, propiciando la puesta en producción de nuevas tierras y el pago justo a los operarios agrícolas por parte de los hacendados.
 La tasa de imposición se considera abusiva, en particular porque gravaba la producción bruta no teniendo en cuenta los gastos del labrador, resultaba así que la Iglesia recibía “más utilidad que el propietario de la tierra”.
 Ejemplo de estas reflexiones resulta un folleto donde se recrea la "disputa acalorada" entre un labrador y el sochantre de alguna parroquia. El labrador se queja amargamente diciendo: 

[…] una cosa es que los ministros de la Iglesia tengan con que vivir decentemente y otra que nos saquen las entrañas bajo el nombre de los diezmos [...] lo menos que nos sacan es el 50 por ciento de lo líquido [...] que yo pague una imposición tan disparatada como la que he dicho, la cual no solo impide que jamás prospere la agricultura, sino que nunca saldremos de pobres los que cultivamos la tierra. 

La respuesta del sochantre se presenta descarada: 

[…] en primer lugar esa voz de imposición es muy inapropiada cuando se trata de diezmos, los cuales son de derecho divino, y deben llamarse contribución. En segundo lugar [...] sé que todo lo más que se paga por vía del diezmo es de un cuarenta y ocho por ciento. 
Carta tercera del Pobrecito Holgazán a D. Servando Mazculla, México oficina de Mariano Ontiveros, 1820, p. 8.
El diezmo es así presentado como culpable de la “parálisis en que yace” el principal sector productivo de la economía mexicana, el agrícola, pues “absorbe más de una cuarta parte de los productos agrícolas”.
 Esta idea de que las cargas eclesiásticas eran las responsables del atraso rural sustentará los proyectos de colonización formulados en esos años, entre las facilidades para la ocupación y puesta en producción de las nuevas tierras se contempla la exención del pago de diezmos.
 Bajo los mismos principios se presentó en el Congreso en 1826 la propuesta de indultar de la contribución decimal a los frutos que se destinasen a la exportación.
  
La responsabilidad de los diezmos en el estancamiento de la producción agrícola fue una constante en los escritos censores de la Iglesia, pero es posible distinguir gradaciones en las medidas de intervención estatal propuestas para subsanar esta situación. Mientras, que en la primera década posterior a la independencia se aconseja fundamentalmente que el Estado administre la recaudación del diezmo, en la década del treinta los discursos se radicalizan promoviendo la supresión de los diezmos eclesiásticos y su reemplazo por un impuesto sobre las fincas rústicas aplicado a la hacienda pública.

Para sus censores el diezmo era un impuesto injusto pues recaía exclusivamente sobre la producción agropecuaria: “es una carga en oposición con el derecho de igualdad ante la ley, que es uno de los más sagrados y más dignos reclamos de los ciudadanos de una república […] sólo afecta a los ramos de agricultura y pastoría, dejando enteramente esento de esa carga el resto de los habitantes […] la ley debe ser común por ser ley, y no puede ser común cuando todos los ciudadanos no son ante ella iguales".
  
Aunque con un objetivo contrario, la defensa de sus rentas, el clero también fue capaz de apelar al discurso liberal de igualdad. En una representación del Cabildo de Guadalajara dirigida al gobierno del estado de Zacatecas para solicitar se le devolviese la administración del diezmo, encontramos: 

¿Podíamos llegar a suponer que en un gobierno justo y liberal en que se reconocen y respetan los derechos de todos, se había de querer más de lo que quiso el rey absoluto?; ¿qué la Iglesia había de ser menos libre después de la Independencia, qué lo fue antes?; ¿Qué la libertad es para todos menos para la Iglesia? Contestación del comisionado por el venerable Cabildo de Guadalajara a las observaciones de los del honorable Congreso de Zacatecas sobre la administración de diezmos, 1831. 
Asimismo, la distribución del diezmo era considerada injusta al beneficiar fundamentalmente a un pequeño número de individuos: “todos los eclesiásticos que sostienen el culto en las catedrales, esto es, los obispos, canónigos y capellanes de coro, que no son los únicos del clero que participan de los diezmo, no pasan de 300 individuos […] ¿y será justo que hayan de diezmar labradores […] y pastores comprendidos en el censo de 5 millones para menos de 500 eclesiásticos?
 El repetido señalamiento de que los curas párrocos y sus ayudantes, quienes realmente realizaban las tareas pastorales, percibían muy poco o nada de los diezmos recaudados en sus partidos, remarcaba la injusticia involucrada en el cobro y repartimiento del impuesto. Entre las modificaciones que se proponían al diezmo para mejorar la situación de la agricultura estaba la de destinarlo a la manutención de los curas, con lo cual se buscaba darle justificación y, al mismo tiempo, reducir los costos religiosos de la población rural que ya no pagaría derechos de estola para el sustento de sus párrocos.
  

Otra sentencia muy reiterada fue que la imposición de diezmos carecía de la cualidad de útil, no sólo porque perjudicaba los intereses de la nación atrasando al agro sino que se trataba de una carga gravosa, “introducida por la ambición”, que se repartía en un "pequeño y vicioso círculo" de  holgazanes y poco útiles a la religión: los obispos y los canónigos.
 Se describe un uso vano e inútil de la recaudación decimal destinándola a la ostentación y lujo de los templos y al sostenimiento del “boato canonical” del alto clero; de esta manera, la institución que percibía el diezmo fue duramente desacreditada en una lógica que conducía a desautorizar el régimen fiscal eclesiástico y a desprestigiar el impuesto. Las frases descalificadoras de la jerarquía eclesiástica se multiplicaron al igual que las noticias sobre la vida suntuosa que llevaba. Obispos y prebendados eran acusados de tener vocación sólo para acopiar "las más cuantiosas riquezas exprimiéndolas de la sangre de los demás" y para adornarse con vestidos costosos y poseer suntuosos y magníficos edificios, "sus mesas son opíparas, andan en los mejores caballos, birlochas y volantas de lujo, y no descubren sino un pie  y pierna de danzarín". Citando a Humbolt se señala que los obispos mexicanos disfrutan "descansadamente unas rentas fijas y aún mayores que las de algunos de los príncipes de Europa".
 Pero el principal objetivo de la críticas fueron los cabildos eclesiásticos, “estas corporaciones [son] el azote de los labradores”, “los canónigos ni aran ni trillan; dormitabundos en sus enormes sillas por dos horas diarias perciben gruesas cantidades que se emplean en soberbios trenes y en mantener dilatadas familias, dándose no muy pocas veces el caso de que ellas sean de las que los cánones repugnan”.
 En suma, el diezmo pagado con “sacrificio” por los productores rurales se destinaba a sustentar la vida de lujos de un reducido número de clérigos “inútiles a la sociedad y al estado”.
   
Tampoco era un impuesto necesario, según se señalaba en diferentes escritos una contribución más pequeña bastaría para sostener los ministros del culto, si éstos se atenían a la pobreza que demandaba la verdadera religión: “el divino fundador de la Iglesia […] al establecerla prescindió de señalar rentas para los operarios de su viña y no les dejó más fondos que la pobreza, la moderación, la parsimonia”.
 La misma vigencia de la renta decimal fue cuestionada, el clero debía asumir un modo modesto de predicar la fe católica, “les envió a ejercer el ministerio apostólico previniéndoles que no poseyesen oro y ni plata […] Una predicación que recomienda la sobriedad, la modestia, la pobreza [difícilmente] pudiera sostenerse en medio de la abundancia, del lujo y la opulencia”.
 Además, recuerdan a los clérigos que sus deberes son “conservar los dogmas de Jesucristo y propagar su moral” y no acumular riqueza.
 Enfatizando esta idea se describe y condena al clero interesado en las rentas:

[…] es incuestionable que la mayor parte de los que se destinan al ministerio del altar tienen por mira principal el acopiar y atesorar el oro y la plata: este es el imán cuya virtud magnética los va arrastrando de escala en escala con ancia y agitación, así vemos que no pocos, apenas reciben órdenes clericales […] y si la renta de este es insuficiente para cebar su ambición y sostener su profanidad y lujo trabaja incansablemente para pasar a otra parroquia, cuyos rendimientos llena sus inclinaciones y deseos […]. O la inquisición se impone o la religión se acaba, 1822.
En su defensa del diezmo se afirmaba que no era derroche sino un deber nacional tributar un “culto público y solemne a la divinidad”; además, los feligreses tenían la obligación del sostenimiento de sus pastores pues la Iglesia era una sociedad de hombres y no de espíritus, el mismo Jesús poseía un caudal (“bolsillo”) para los gastos de él y de sus apóstoles. Así como el obrero era digno de su salario y jornal lo era también el ministro.
   Junto a la apelación a la conservación de al culto se encontraba la invocación al mantenimiento de las tareas sociales que realizaba el clero con los recursos decimales: “caerán por los suelos tantos establecimientos de educación, de religión y de beneficencia pública que le deben su subsistencia. ¿De donde o cómo socorrerá el Estado a la huérfana a la viuda, al pupilo y  al desnudo que se alimenta de los bienes de la Iglesia?”.
 

Otro argumento que erosionaba la legitimidad del diezmo fue su identificación con la colonia, “acaso era el mayor y más pesado eslabón de la durísima cadena que arrastrábamos bajo la terrible férula de la península”.
  En los escritos se ata su origen a la conquista y su vigencia a la opresión del dominio español: “La obligación civil de pagar la contribución conocida con el nombre de diezmo eclesiástico, es un gravamen que los conquistadores europeos impusieron por la ley de la conquista sobre los pueblos americanos”
. El diezmo representaba el atraso, la ignorancia y la desigualdad de la etapa colonial, donde la religión justificaba la imposición de un excesivo impuesto destinado a consolidar los privilegios de un pequeño grupo. Así, las impugnaciones al diezmo asumen un tono intransigente cuando asocian al impuesto con la etapa anterior a la independencia, señalando que se recaudaba aprovechando la “barbarie en que criaron [al pueblo mexicano] los españoles” y que la apropiación de esta riqueza por parte del clero se hizo bajo el amparo de la corona: “la política española en sus colonias antes de la independencia: por ella se embrutecía y empobrecía al pueblo con extraordinarias exacciones, de que participaba el clero para ayudar a la opresión: de aquí su extraordinaria riqueza”.

La filiación del diezmo al dominio colonial, se refuerza con las continuas referencias al estrecho vínculo entre la Iglesia, el principal beneficiario de este impuesto, y la corona española.  Buenos ejemplos de esto son:
[…] la religión de nuestros “abnegados” [por el clero] son los diezmos y primicias, los fueros, la supresión de la imprenta, la inquisición religiosa y política, […] la unión del trono y el altar, la monarquía, el “dinero” es la principal religión de estos fariceos. El fénix de la libertad, 18 mayo 1833. 

“los apoyos de una monarquía son la espada y la mitra los de una república moderna son la moral evangélica y la inteligencia cultivada del pueblo”. El fénix de la libertad, 1 febrero 1832. 

Así, los ataques al diezmo se apoyan en el montaje de una contraposición entre lo colonial y lo independiente, asignando rasgos negativos al primero término y positivos al segundo. Los diezmos de la Iglesia quedan prontamente comprendidos en el atraso y la opresión colonial, envueltos en un halo de pernicioso lastre para el desarrollo de la nación independiente; enfrente, los cambios en las rentas eclesiásticas y la subordinación del clero a las autoridades civiles (incluyendo su economía) son signos de la incorporación de la nación mexicana al “siglo de las luces”. En el mismo sentido, el cambio impuesto por la independencia resulta el fundamento de las prerrogativas del Estado sobre los bienes eclesiásticos: “Distingue tiempos y concordarás derechos”.
 

Además, frente a la resistencia al control estatal de las cuentas eclesiásticas se recordaba al institución clerical su apoyo monetario al bando realista y su mezquindad con los gobiernos republicano: “De los fondos de las claverías se hicieron a la España préstamos y cuantiosos donativos y las alhajas de las iglesias, que para un gobierno republicano están “espiritualizados”, sirvieron también para sostener la guerra contra los pueblos y conservar el dominio de la España”.
 Esta noción de que los fondos decimales eran utilizados contra la tranquilidad del pueblo mexicano se aplicó también a las luchas políticas posindependientes, se acusaba a la Iglesia de predicar “la guerra  y el exterminio, la avaricia y la crueldad” en defensa de sus rentas y de abrir “los diezmatorios a los pronunciados, al tiempo que se escaseaban todos los recursos al gobierno”.
 Una exaltada arenga, expresada en un artículo que reclamaba el empleo de los caudales decimales de Puebla para el aprovisionamiento de las tropas contrarias al gobierno,  sintetiza la condena al clero y el mal uso de los diezmos: “desengañaos ¡o pueblos! Una hidra vestida con el ropaje de los santos es la causa de vuestros males”.
 

Una idea que debió tener considerable relevancia en el desprestigio del diezmo fue la de la necesaria pobreza del clero, a imitación de la de Jesucristo. Los críticos del clero encontraron en la “austeridad de la vida cristiana” la justificación del control estatal sobre los recursos eclesiásticos: “la nación tiene el derecho de disponer de las propiedades de la Iglesia, a ésta sólo le pertenece lo que es necesario para su honesta sustentación”
. Los escritos muestran una inmoral contradicción entre una Iglesia poderosa y poseedora de abundantes riquezas y un Estado republicano pobre y una población mísera; construcción que se realiza extremando los estados: por un lado, “el lujo asiático de los canónigos”, “el bastón del apóstol se ha trocado en cruz de oro”, “la depredación eclesiástica”, “los deseos de riqueza y la avaricia natural de un cuerpo de celibatarios”; por otro, “el lamentable estado de la hacienda pública”, “las rentas fiscales son tan sombrías”, “la nación agobiada”, “el desventurado labrador”, “el miserable indio, quien se encuentra esclavizado”. 
Pero la Iglesia rechazaba esa idea de riqueza clerical: el discurso católico abunda en lamentos por la ruina en que se encontraba la Iglesia mexicana como consecuencia de la disminución de las rentas decimales por la intervención estatal en su recaudación y administración y, principalmente, por el expolio de los empréstitos exigidos por las autoridades gubernamentales. El control estatal del patrimonio eclesiástico sólo conseguiría “acabar con las pocas rentas y bienes que aún le quedan a la pobre Iglesia mexicana”.
 Mientras, el discurso secularizador se esfuerza por describir con grandilocuencia las posesiones eclesiásticas —fincas, ingresos por diezmos, obras pías, alhajas, legados— resaltando la riqueza del clero ante la escasez del erario y la crisis económica del país. Incluso en El Telégrafo fueron publicados informes de las rentas eclesiásticas con cifras de los capitales a rédito, las fincas y los diezmos con el objeto de mostrar que “el clero, principalmente sus clases elevadas, había acumulado y sustraído de la circulación una riqueza incalculable”.
Así, los folletos y periódicos proporcionan dos imágenes contrapuestas de la riqueza eclesiástica del México de las primeras décadas independientes, una de opulencia y otra de penuria. Comprensiblemente, una destinada a desacreditar las rentas eclesiásticas, en especial al diezmo, y la otra a sostener su vigencia. 
A comienzos de la década de 1830, y como anticipo de la ley que pondría fin a la obligación civil de pagar el diezmo, aparece una nueva manera de concebir al diezmo que elimina la naturaleza impositiva que había tenido desde la conquista. Ya no se trata de un impuesto con base y tasa de imposición legisladas por las autoridades estatales y recaudado con el apoyo de la ley civil; ahora se le da el carácter de limosna, de “cosa que se da por amor a Dios”, sujeta a la voluntad de los productores rurales, libres de la “de las estorciones que sufren por los recaudadores”, de la coacción de jueces y autoridades y supeditado su estimación a convenios voluntarios entre el creyente y la Iglesia.
 Así, el diezmo será reducido a una “obligación de conciencia”, que se correspondía con la modestia en que deben vivir los clérigos:  
[…] los apóstoles vinculaban todo su orgullo en vivir de las limosnas de los fieles, por que estaban exclusivamente dedicados a la predicación evangélica, hoy son a los ojos de ciertos pastores, unos hombres “degradados, viles y bajos” que se alimentaban de la “piedad de su rebaño”. Si les parece humillante vivir de nuestras limosnas, imiten a San Pablo que se mantenía del trabajo de sus manos […] Pero quieren poseer inmensas rentas sin trabajar. El Mosquito mexicano, 21 mayo 1833.
 

Consideraciones finales
Definir a quién pertenecían las rentas decimales tenía consecuencias fundamentales en la percepción de los contribuyentes del diezmo. Las ideas difundidas trazaban, por un lado, la imagen de un impuesto propiedad del Estado, que podía legítimamente ser acaparado, modificado y aún eliminado por éste; carente, por tanto, de cualquier halo de divinidad o de obligación que comprometiera las creencias religiosas. Por otro, lo que hasta hacía poco era el diezmo, un precepto religioso o tributo de mandato divino destinado al mantenimiento del culto y sus ministros; cuyo incumplimiento, aún sin el respaldo civil, traía una grave sanción para los creyentes: la excomunión. Además, su naturaleza religiosa se reforzaba por la exclusiva potestad que debía ejercer el clero sobre este impuesto con el fin del dominio español y la “caducidad” del Patronato.  
No cabe duda de que la disputa por la propiedad de la renta decimal desmitificaba la imagen del diezmo y cuestionaba públicamente su continuidad. Para los contribuyentes el impuesto religioso que hasta entonces habían pagado con “fidelidad y puntualmente” se desdibujaba frente a deslegitimación de la Iglesia como propietaria y los argumentos y medidas que sostenían la exclusiva jurisdicción estatal sobre el diezmo. 
A esto se sumaba el descrédito a que fue sometido el mismo impuesto y la institución que principalmente se beneficiaba con él: la Iglesia. El diezmo eclesiástico fue presentado insistentemente como un impuesto “odioso” para agricultores y pastores, de carácter injusto en términos de imposición y distribución, además de inútil e innecesario por el destino que se le daba a la recaudación. Los duros calificativos para el alto clero se multiplicaron: “avaros”, “azote de los labradores” “depredadores”, “lobos”, “ociosos” “viles”, “holgazanes”, etcétera. Conjuntamente, se insistió en que el exceso de riquezas distraía al clero de su misión espiritual, aquella que realmente era útil a la sociedad. Así, lo que hasta entonces se había visto como una obligación natural, como “un tributo de precepto divino”, ahora resultaba una carga injusta cuya recaudación se destinaba sólo al mantenimiento de un grupo privilegiado. 
Resulta un ejercicio tentador imaginar el progresivo desdén con que los contribuyentes decimales miraban a los cuerpos catedralicios o el conflicto al momento de satisfacer el pago de un impuesto que basaba su razón de ser en el privilegio. En un nuevo marco de pensamiento que destacaba la sobriedad clerical, la justicia y la equidad fiscal y que denunciaba la escasa colaboración del clero en el esfuerzo fiscal del gobierno independiente; pero, al mismo tiempo, los contribuyentes eran asediados por la obligación de conciencia y los castigos canónicos. Seguramente se diezmaba cada vez de peor gana. 
Es necesario, para avanzar más allá de las ideas en el análisis del diezmo posindependiente, estudiar los mecanismos por los cuales se pasó del rigor en el pago a una relajación que dio lugar a que para muchos el diezmo dejara ya de pagarse. Igualmente interesante resultará la indagación de las ideas y los dispositivos que se recuperaron del diezmo o cuáles fueron los nuevos medios establecidos para sustentar la obligatoriedad de las contribuciones estatales sobre el sector rural.  
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� Otro taja de un cantor al siglo reformador, Guadalajara, 1833.


� En 1501, la Santa Sede donó los diezmos de Indias a los reyes de Castilla mediante la Bula Eximiae devotionis de Alejandro VI. En tanto, el derecho de Patronato fue concedido en 1508 por Julio II con la Bula Universales Ecclesiae, precisando su esencia: “nadie podrá, sin consentimiento real, construir o eregir iglesias, y el Rey poseerá el derecho de presentación en toda clase de beneficios”. HERA, Alberto de la (1992).  Iglesia y corona en la América española, Madrid, MAPFRE, pp. 186-187.
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